
 
 

 
 
 

 

Página 1 de 12 

 

 

                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – CUATRO (04) DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0148 (T02-2023-0043-01 S.I.) 
ACCIONANTE: HERNANDO IBAÑEZ ROCA 
APODERADO: RAFAEL ANTONIO NORIEGA TINOCO 
ACCIONADO: GALDINO OROZCO FONTALVO Y KAREN GOMEZ BENAVIDEZ 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 12 de julio de 2023 por el JUZGADO  PROMISCUO MUNICIPAL DE PALMAR 
DE VARELA, dentro de la acción de tutela impetrada por HERNANDO IBAÑEZ ROCA a 
través de apoderado judicial RAFAEL NORIEGA en contra de GALDINO OROZCO 
FONTALVO Y KAREN GOMEZ BENAVIDEZ, por la presunta violación de su derecho 
fundamental al DEBIDO PROCESO e IGUALDAD 

 
HECHOS 

 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 

 

 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE 
PALMAR DE VARELA a través de auto adiado 28 de junio de 2023, ordenándose oficiar a 
la accionada para que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela. 
Además vincula al trámite JOSE LUIS RUDAS CANTILLO, ISRAEL TRUYOL 
MALDONADO, y GISSELL RUDAS FONTALVO 
Informes rendidos en los siguientes términos  
 
INFORME ALCALDIA PALMAR DE VARELA 
MARYNES BROCHADO FRUTO, en calidad de Secretaria del Interior y Servicios 
Administrativos, manifestó: 
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INFORME MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
DIEGO IGNACIO RIVERA MANTILLA en calidad de Subdirector Jurídico, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO PROMSICUO MUNICIPAL DE PALMAR DE VARELA, mediante providencia 
del 12 de julio de 2023, resolvió declarar improcedente la acción de tutela, al considerar el 
A quo que el actor no adelantó las gestiones ante la accionada ni utilizó los mecanismos 
con los que contaba para controvertir lo decidido. 
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionada presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado manifestando: 
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PROBLEMA JURÍDICO 

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes 
consiste en determinar si es procedente conceder el amparo invocado por el actor, 
presuntamente vulnerados por GALDINO OROZCO FONTALVO Y KAREN GOMEZ 
BENAVIDEZ 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

El marco constitucional está conformado por el artículo 23, 44 y 86 de la Constitución  

Política,  Decreto 2591 de 1991. Ley 1155 de 2015,  Sentencia T-597/08 Sentencia T-

1039/12, Sentencia T-362/15, T-954/14, T-661/14, T- 362 - 2015  entre otras. 

 

CONSIDERACIONES 

El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 

declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 

protección. 
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La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 

mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 

cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 

así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 

estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u 

omisión de cualquier persona. 

Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 

por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento 

que permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen 

de vías judiciales, o en  las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la 

vulneración de un derecho. Sin embargo,  debe resaltarse que a ella corresponde 

igualmente asegurar que las competencias de otras jurisdicciones sean respetadas, es 

decir, está la de señalarse a la Acción de Tutela límites precisos, de manera que se 

pueda armonizar el interés por la defensa de los derechos fundamentales con la 

obligación de respetar el marco de acción de las otras jurisdicciones establecidas. Así 

mismo se tiene que la Acción de Tutela de naturaleza protege exclusivamente los 

derechos constitucionales fundamentales.  

DEBIDO PROCESO Señalado  en  el  Art.  29  de  la  Constitucional  Política con  carácter 

fundamental,  es  de  advertir,  su  importancia  cuando  se  trata  del  estrecho vínculo  

con  el  principio  de  legalidad  al  que  deben  ajustarse  no  sólo  las  autoridades 

judiciales, sino también en adelante las administrativas en la definición de los derechos de 

los individuos.  

El derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia de  los  pasos que la ley 

impone a los procesos judiciales y a los procesos y trámites administrativos, sino también 

el  respeto  a  las  formalidades  propias  de  cada  juicio,  que  se  encuentran  en  

general contenidas  en  los  principios  que  los  inspiran,  el  tipo  de  intereses  en  litigio,  

las  calidades de los jueces y funcionarios encargados de resolver.  De  acuerdo  con  la  

jurisprudencia  de  la  Corte  Constitucional  se  puede  incurrir  en  una violación  al  

debido  proceso,  en  un  proceso  administrativo  o  judicial,  cuando  la  decisión que 

tome la autoridad:“(i)  presente  un  grave  defecto  sustantivo,  es  decir,  cuando  se  

encuentre basada en una norma claramente inaplicable al caso concreto;(ii) presente un 

flagrante defecto fáctico, esto es, cuando resulta evidente que el  apoyo  probatorio  en  

que  se  basó  el  juez  para  aplicar  una  determinada norma es absolutamente 

inadecuado;(iii)  presente  un  defecto  orgánico  protuberante,  el  cual  se  produce  

cuando  el fallador  carece  por  completo  de  competencia  para  resolver  el  asunto  de  

que se trate; y,(iv)  presente  un  evidente  defecto  procedimental,  es  decir,  cuando  el  

juez  se desvía  por  completo  del  procedimiento  fijado  por  la  ley  para  dar  trámite  a 

determinadas cuestiones” 

 

En procura de asegurar la integridad de la Carta, la Corte Constitucional ha comprendido 

que  el  ejercicio  del  derecho  de  acceso  a  la  administración  de  justicia  está  

supeditado  al cumplimiento de determinadas cargas y deberes.  La  Corte  Constitucional,  

ha  señalado  que  la  tutela  contra  los  actos  proferidos  por  las autoridades  en  

desarrollo  de  los  procesos  policivos  debe  reunir  los  requisitos  formales dela  tutela  

contra  sentencias.   

 

Al  respecto,  la  Corte,  al  decidir  acerca  de  la  procedencia formal  contra  una  

decisión  adoptada  en  un  proceso  policivo  sistematizó  los  requisitos presentados por 

la Corte de la siguiente manera: “En  primer  lugar,  la  acción  de  tutela  debe  cumplir  

con  unos  requisitos  de procedibilidad  que  le  permitan  al  juez  evaluar el  fondo  del  

asunto.  Para establecer  si  están  dadas  esas  condiciones,  debe  preguntarse,  si:  (i)  

la problemática tiene relevancia constitucional; (ii) si han sido agotados todos los recursos 

o medios -ordinarios o extraordinarios-de defensa de los derechos, a menos que se trate 

de impedir un perjuicio irremediable o que los recursos sean ineficaces en las 
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circunstancias particulares del peticionario;(iii) si se cumple el requisito de la inmediatez 

(es decir, si se solicita el amparo pasado un  tiempo  razonable  desde  el  hecho  que  

originó  la  violación);(iv)  si  se  trata de  irregularidades  procesales,  que  ellas  hubieran  

tenido  incidencia  en  la decisión que se impugna, salvo que de suyo se atente 

gravemente contra los derechos fundamentales; (v) si el actor identifica debidamente los 

hechos que originaron la violación, así como los derechos vulnerados y si -de haber sido 

posible-lo mencionó oportunamente en las instancias del proceso ordinario o contencioso; 

(vi) si la sentencia impugnada no es de tutela.” 

 

En ese sentido, dentro de los eventos susceptibles de amparo constitucional en lo que  a 

decisiones de órganos jurisdiccionales se refiere, encontramos lo que la jurisprudencia ha 

llamado “Defecto Orgánico” el cual, en palabras de la Honorable Corte Constitucional, se 

refiere  a: “aquellos eventos en los que el funcionario que profiere determinada  decisión, 

carece de manera absoluta de la competencia para hacerlo”.  

 

En tales eventos, manifestó la referida Corte en sentencia T-267-2013, la tutela resulta 

procedente para salvaguardar el  derecho  fundamental  al  debido  proceso.   

Por  otra  parte,  la  Corte  reseñó  en  la  misma providencia que nos encontramos frente 

a tal circunstancia siempre que (I) “la autoridad judicial extralimita de forma manifiesta el 

ámbito de las competencias otorgadas tanto por la Carta Política como por la ley” o (ii) 

“cuando los jueces a pesar de contar conciertas atribuciones para realizar determinada 

conducta, lo hace por fuera del término consagrado para ello. 

Por lo anterior, cuando un operador judicial desconoce los límites temporales y 

funcionales de la competencia, configura un defecto orgánico y en consecuencia vulnera 

el derecho fundamental al debido proceso”. Así mismo, también ha planteado la Corte que 

la tutela procede contra decisiones jurisdiccionales cuando se ha configurado un “Defecto 

Procedimental” en trámite del proceso. Frente a esto, a través de sentencia T-781/2011 

de dicha corporación, se señaló que el defecto procedimental se configura siempre que “el 

funcionario se aparte de manera evidente y grotesca de las normas procesales aplicables. 

Al desconocer completamente el procedimiento determinado por la ley, el juez termina 

produciendo un fallo arbitrario que vulnera derechos fundamentales. También se ha 

admitido que, en forma excepcional, éste puede configurarse debido a un exceso ritual 

manifiesto, a consecuencia del cual el operador judicial resta o anula la efectividad de los 

derechos fundamentales por motivos excesivamente formales”. 

 

IGUALDAD La Corte ha determinado que la igualdad es un concepto multidimensional 

pues es reconocido como un principio, un derecho fundamental y una garantía. De esta 

manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres dimensiones: i) formal, lo que 

implica que la legalidad debe ser aplicada en condiciones de igualdad a todos los sujetos 

contra quienes se dirige; y, ii) material, en el sentido garantizar la paridad de 

oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición de discriminación que implica que 

el Estado y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir de criterios 

sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen étnico, 

identidad de género, religión y opinión política, entre otras. 

 

CASO CONCRETO 

En el presente caso, se tiene que el accionante HERNANDO IBAÑEZ ROCA, considera 

vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso e igualdad, por parte de 

GALDINO OROZCO FONTALVO Y KAREN GOMEZ BENAVIDEZ, lo anterior debido al 

Acuerdo de Restructuración de Pasivos adelantado por el municipio de Palmar de Varela.  

Fundamenta lo anterior, asegurando que la conformación de los grupos de acreedores del 

Acuerdo de restructuración fue vulneratorio de sus derechos fundamentales, ya que su 

acreencia fue incluida dentro del grupo No. 4 denominado “Otros acreedores” y no dentro 

del grupo No. 1 perteneciente a derechos laborales y pensionales. Esgrime que su 
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acreencia tiene origen en una sentencia judicial declarativa y posterior proceso ejecutivo 

denominado “Otros acreedores” y no dentro del grupo No. 1 perteneciente a derechos 

laborales y pensionales.  

El a quo en fallo de primera instancia, resolvió declarar improcedente la acción de tutela, 

al considerar que el actor no hizo uso oportuno de los mecanismos con los que contaba 

para controvertir los grupos del acuerdo, ya que no se evidencia en el plenario objeción 

alguna. 

Inconforme con lo anterior, la parte actora impugna el fallo asegurando que el mismo debe 

ser revocado ya que el a quo no tuvo en cuenta el material probatorio aportado, y que si 

bien no existe objeción fue por la que misma la hizo de manera verbal.  

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución, toda persona puede reclamar, por sí 

misma o por quien actúe en su nombre, ante los jueces, mediante la acción constitucional, 

la protección inmediata de sus derechos fundamentales, vulnerados o amenazados por la 

acción u omisión de cualquier autoridad pública, o por los particulares en los eventos que 

establezca la Constitución y la ley, cuando no disponga de otro instrumento de defensa 

judicial, excepto que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

de carácter irremediable. 

De la situación fáctica puesta de presente, y una vez revisadas las pruebas aportadas por 

la parte actora, se observa que el actor presentó derecho de petición en el que pone de 

presente la inquietud respecto a la conformación de los grupos del acuerdo de 

reestructuración, y el mismo fue resuelto de fondo tanto por la ALCALDIA DE PALMAR 

DE VARELA como del MINISTERIO DE HACIENDA. Ahora bien, de conformidad con lo 

dispuesto en la la Ley 550 de 1999 que regula todo lo concerniente a los Acuerdos de 

Restructuración de Pasivos, las objeciones a la determinación de derechos de voto y de 

acreencias que no hayan sido resueltas en la reunión, deberá formularlas el objetante 

dentro de los 5 días siguientes, por escrito, a la Superintendencias de Sociedades para 

que resuelva lo pertinente. 

“ARTÍCULO 26. Objeciones a la determinación de derechos de voto y de acreencias.  

Cuando cualquier acreedor interno o externo, o un administrador del empresario con 

facultades de representación, tenga una objeción a las decisiones del promotor a que se 

refieren los Artículos 22 y 25 de la presente ley que no pueda ser resuelta en la reunión 

prevista en su Artículo 23, dentro de los cinco días siguientes a la fecha de terminación de 

dicha reunión el objetante tendrá derecho a solicitar por escrito a la Superintendencia de 

Sociedades que resuelva su objeción. La Superintendencia resolverá dicha objeción, en 

única instancia, mediante el procedimiento verbal sumario, pronunciándose a manera de 

árbitro, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 10 del Artículo 435 del Código de 

Procedimiento Civil. La Superintendencia resolverá todas las objeciones presentadas en 

tiempo sobre el particular y la providencia respectiva, una vez en firme, permitirá al 

promotor establecer con certeza los votos admisibles y los créditos que han de ser objeto 

del acuerdo de reestructuración. 

PARÁGRAFO. La Superintendencia resolverá las diferencias con base en los documentos 

que hayan sido considerados por el promotor, quien los remitirá de inmediato para que 

ésta resuelva. Si se requiere de la práctica de avalúos para efectos de resolver la 

objeción, se dará aplicación a los Artículos 60, 61 y 62 de esta ley; y el objetante, al 

formular su objeción, deberá acompañarla con la prueba correspondiente al avalúo en que 

se fundamente, practicado de conformidad con lo dispuesto en esta ley al respecto, so 

pena de rechazo de la misma.” 

Lo anterior ya había sido expuesto por el a quo en fallo de primera instancia, y este 

Despacho comparte tal posición ya que no existe prueba que acredite que el actor adelantó 

las gestiones presentando las objeciones que considerara procedentes de manera 

oportuna. 
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EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 12 de julio de 2023 por 

el JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE PALMAR DE VARELA dentro de la ACCIÓN 

DE TUTELA incoada por HERNANDO IBAÑEZ ROCA, en contra de GALDINO OROZCO 

FONTALVO Y KAREN GOMEZ BENAVIDEZ, de conformidad con lo expuesto en la parte 

motiva de este proveído. 

SEGUNDO: NOTIFICAR ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 

Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 

 

 


